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Por otra parte ninguna relevancia tiene, en cuanto
a la eficacia probatoria de las grabaciones telefónicas,
el hecho de que las bobinas y cintas no fueran repro-
ducidas en el juicio oral. En efecto, la audición de las
cintas no es requisito imprescindible para su validez
como prueba (por todas, STC 128/1988) y puede ser
sustituida por la reproducción de los folios que incor-
poran las transcripciones. Esto fue lo que justamente
ocurrió en el presente caso, pues, según se afirma expre-
samente en la Sentencia de instancia, las transcripciones
de las grabaciones telefónicas referidas a los procesados
valoradas como pruebas «fueron leídas y sometidas a
contradicción en la vista del juicio oral» (fundamento
jurídico 3.o). A la vista de cómo se llevó a efecto la
selección y transcripción de las conversaciones inter-
venidas que accedieron al juicio oral, se aprecia que
fueron cumplidas las garantías precisas de control judi-
cial, contradicción y respeto al derecho de defensa. En
consecuencia, la valoración y apreciación como prueba
de las grabaciones telefónicas no ha supuesto violación
alguna del derecho a un proceso con todas las garantías,
por tratarse de pruebas lícitas, ni la condena basada,
entre otras pruebas, en dichas grabaciones infringe el
derecho a la presunción constitucional de inocencia.

Por último, de la falta de audición de las grabaciones
y de la denegación de la prueba pericial propuesta tam-
poco es posible derivar indefensión para el recurrente
ni infracción de su derecho a utilizar los medios de prueba
pertinentes para la defensa. Es preciso advertir, al res-
pecto, en primer término, que contra la decisión de la
Audiencia Nacional (Auto de 14 de abril de 1993) que
denegó tales pruebas, propuestas por la defensa en su
escrito de calificación provisional, el recurrente no for-
muló la oportuna protesta para luego recurrir en casa-
ción, tal y como exige expresamente el art. 659 L.E.Crim.,
siendo ésta una de las razones por las que el Tribunal
Supremo rechazó el motivo de casación en el que el
recurrente denunció la inadmisión de las pruebas. En
segundo término, la prueba de audición de las cintas
fue considerada por la Audiencia, primero innecesaria,
al constar su contenido transcrito y legalizado por el
Juzgado (Auto de 14 de abril de 1993), y después ino-
portuna, porque «su número y considerable capacidad
de archivo, ello hubiera llevado una dilación manifiesta
y perjudicial de las sesiones, circunstancia verdadera-
mente impeditiva de una celebración normal» (funda-
mento jurídico 3º de la Sentencia de instancia). Lo mismo
ocurrió respecto de la prueba pericial, que fue rechazada
por su carácter subisdiario de la anterior (Auto de 14
de abril de 1993 de la Audiencia Nacional) y por tratarse
de una prueba no pertinente al no existir discrepancia
alguna sustancial entre los dictámenes periciales (fun-
damento jurídico 15 de la Sentencia de casación).

Es de aplicación, por ello, la reiterada doctrina de
este Tribunal de que el derecho a utilizar los medios
de prueba no faculta para exigir la admisión judicial de
todas las pruebas que puedan proponer las partes, sino
que atribuye sólo el derecho a la recepción y práctica
de las que sean pertinentes, correspondiendo a los Jue-
ces y Tribunales el examen sobre la legalidad y per-
tinencia de las pruebas (entre otras, SSTC 40/1986,
170/1987, 167/1988, 168/1991, 211/1991,
233/1992, 351/1993, y 131/1995), y que sólo podría
tener relevancia constitucional, por causar indefensión,
la denegación de pruebas relevantes sin motivación algu-
na o mediante una interpretación y aplicación de la lega-
lidad carente de razón (SSTC 149/1987, 233/1992,
351/1993, y 131/1995). Por último, la queja del
recurrente aparece como puramente formal, pues aparte
de que nada se dice en la demanda sobre la posible
incidencia en el proceso de la audición de las graba-
ciones, ni se discute o pone en entredicho el contenido

de las transcripciones adveradas por el Secretario Judi-
cial, lo cierto es que no se aprecia menoscabo alguno
del derecho de defensa ni indefensión material para el
recurrente porque, como razona el Tribunal Supremo,
la audición de las cintas «hubiera significado simplemen-
te una nueva repetición de la lectura» (fundamento jurí-
dico 14).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.o Declarar que la pretensión de amparo con fun-
damento en la vulneración del derecho al principio de
legalidad penal (art. 25.1 C.E.) ha perdido su objeto.

2.o Desestimar en todo lo demás el recurso de
amparo interpuesto por don José Ramón Prado Bugallo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmado y rubrica-
do.

1179 Sala Segunda. STC 237/1999, de 20 de
diciembre de 1999. Recurso de amparo
3.898/94. Promovido por don Juan Sineiro
Fernández y don José Garrido González frente
a las Sentencias de las Salas de lo Penal del
Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional,
que les condenaron como autores de un delito
contra la salud pública. Supuesta vulneración
de los derechos al secreto de las comunica-
ciones, a la prueba, a la presunción de ino-
cencia y a no sufrir indefensión: Intervencio-
nes telefónicas autorizadas mediante Autos
motivados e incorporadas al proceso con
todas las garantías, aunque las grabaciones
no fueran reproducidas en el juicio oral.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.898/94, interpuesto
por don Juan Sineiro Fernández y don José Garrido Gon-
zález, representados por el Procurador de los Tribunales
don Luis Alfaro Rodríguez, con la asistencia letrada de
don Angel López-Montero Juárez, contra la Sentencia
de 26 de junio de 1993 dictada por la Sección Segunda
de la Audiencia Nacional en la causa 8/1992 del Juz-
gado Central de Instrucción núm. 5, y contra la dictada
el 31 de octubre de 1994 por la Sala Segunda del Tri-
bunal Supremo en casación de la misma causa. En el
proceso de amparo ha intervenido el Ministerio Fiscal.
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Ha sido Ponente el Magistrado don Rafael de Mendizábal
Allende, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 30 de noviembre de 1994, registrado en este
Tribunal el día 2 de diciembre, el Procurador de los Tri-
bunales don Luis Alfaro Rodríguez interpuso, en nombre
y representación de don Juan Sineiro Fernández y don
José Garrido González el recurso de amparo de que se
hace mérito en el encabezamiento y en la demanda se
cuenta que en el Juzgado Central de Instrucción núm.
5 se siguió el sumario núm. 8/1992 contra el hoy
recurrente y otros por distintos delitos (tráfico de drogas,
contrabando, receptación, falsedad, delito monetario,
etc.), que, una vez concluido, fue remitido a la Sección
Segunda de la Audiencia Nacional (rollo de Sala núm.
12/92). En la fase de apertura del juicio oral la defensa
de los hoy recurrentes presentó escrito de calificación
y proposición de prueba, donde solicitó, entre otras, la
documental consistente en la audición de las grabacio-
nes telefónicas (bobinas originales) ordenadas por el
Juez Instructor. Por Auto de 14 de abril de 1993 la
Sala declaró pertinentes las pruebas propuestas, a excep-
ción de la audición de las conversaciones telefónicas
(«por no insistir en ello las partes y en atención a las
dificultades técnicas que conllevan, amén de que su con-
tenido ha sido legalizado por el Juzgado Instructor, sin
que ello prejuzgue su validez»). Celebrado el juicio oral,
la Sección Segunda de la Audiencia Nacional dictó Sen-
tencia, el 26 de junio de 1993, en la que condenó a
los hoy recurrentes como autores de un delito contra
la salud pública (tráfico de drogas), a las penas de die-
cisiete años de reclusión menor y multa de 205.000.000
de pesetas a cada uno de ellos. Contra ella se interpuso
recurso de casación ante la Sala Segunda del Tribunal
Supremo (recurso núm. 1.265/93), alegando, entre
otros motivos de casación, la infracción de los derechos
a la tutela judicial efectiva, a la presunción de inocencia,
a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defen-
sa y al secreto de las comunicaciones. En Sentencia
de 31 de octubre de 1994, el Tribunal Supremo deses-
timó todos los motivos del recurso de los hoy deman-
dantes.

En la demanda de amparo se invoca como quebran-
tada la tutela judicial efectiva sin indefensión en relación
con los derechos a la defensa y a utilizar los medios
de prueba pertinentes para la defensa (art. 24.1 y 2
C.E.), con fundamento en que, ante todo, las cintas con
las grabaciones telefónicas no fueron reproducidas en
el juicio oral, a pesar de que los recurrentes así lo soli-
citaron expresamente en el escrito de calificación pro-
visional, ni tampoco fueron leídas en el juicio oral ninguna
de las transcripciones de las conversaciones de los
recurrentes, por lo que la única prueba de cargo en la
que se basa la condena no fue reproducida en el juicio
oral. Al respecto se razona que la Sala, en un principio,
señaló la imposibilidad de practicar la audición solicitada
porque las bobinas originales no habían sido incorpo-
radas a los autos, pero posteriormente, una vez recibidas,
nada comunicó a las partes ni consideró necesaria su
reproducción. En consecuencia no existió comportamien-
to omisivo por parte de los recurrentes, como ha enten-
dido el Tribunal Supremo, pues el único comportamiento
omisivo fue el de la Sala, que mantuvo en secreto la
recepción de las bobinas con las grabaciones e impidió
así que las partes pudieran solicitar de nuevo su audición
en el juicio.

En segundo término, la lesión también se imputa a
la Sentencia de casación, que desestimó el motivo del
recurso en el que se planteaba la queja referida a la

no audición de las grabaciones telefónicas por la «falta
de formal protesta (en el juicio oral) por la denegación
de la misma», porque la prueba en cuestión era «prueba
nada significativa para los intereses de las partes acu-
sadas, habida cuenta el control de cotejo de tales cintas,
con su transcripción escrita bajo la fe pública judicial
y la amplia prueba pericial al respecto practicada en
el plenario». Tampoco, estiman los recurrentes, estos
razonamientos pueden entenderse conformes con el
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y a uti-
lizar los medios de prueba pertinentes para la defensa,
pues considerar como «nada significativa» la prueba de
audición en el acto de la vista oral supone desconocer
los principios de publicidad, concentración, inmediación,
contradicción e igualdad de defensa. Por lo dicho se
solicitó el otorgamiento del amparo y la declaración de
nulidad de las Sentencias recurridas.

2. La Sección Primera, por providencia de 30 de
enero de 1995, acordó conceder a los demandantes
de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo diez días para
formular alegaciones en relación con la concurrencia del
motivo de inadmisión previsto en el art. 50.1, c) LOTC,
por la posible carencia manifiesta de contenido cons-
titucional de la demanda. Posteriormente, una vez pre-
sentados los escritos de alegaciones, en los que la repre-
sentación de los recurrentes y el Fiscal solicitaron la
admisión y la inadmisión de la demanda, respectivamen-
te, la Sección Cuarta —a quien le correspondió el cono-
cimiento de la causa, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 3 del Acuerdo del Pleno del Tribunal de 25
de abril de 1995—, por providencia de 29 de mayo de
1995 acordó admitir a trámite la demanda. Asimismo,
en aplicación de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, acordó
dirigir atenta comunicación a la Sección Segunda de
la Audiencia Nacional interesando la remisión de las
actuaciones correspondientes al rollo núm. 12/92, dima-
nantes del sumario 8/92 del Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 5, y el emplazamiento a quienes hubieren
sido parte, a excepción de los recurrentes, en el proceso
judicial para que pudiesen comparecer en el presente
proceso constitucional.

3. Por escrito presentado el 23 de junio de 1995,
la Procuradora de los Tribunales doña Yolanda García
Hernández solicitó su personación en nombre y repre-
sentación de doña Isabel Osorio Ramírez. La Sección,
por providencia de 28 de septiembre de 1995, acordó
no tenerla por personada y parte en el procedimiento,
por ostentar la misma situación procesal que los
recurrentes en amparo y haber transcurrido el plazo que
la Ley Orgánica del Tribunal establece para recurrir. Asi-
mismo acordó dar vista de las actuaciones recibidas en
el recurso de amparo núm. 3.775/94 a la parte recurren-
te y al Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte días,
para presentar las alegaciones que estimaren oportunas.

4. El Ministerio Fiscal, por escrito presentado el 26
de octubre de 1995 manifestó que en las actuaciones
remitidas constaban sólo las procedentes del Tribunal
Supremo, faltando las diligencias sumariales y las corres-
pondientes al rollo de Sala de la Audiencia Nacional,
por lo que solicitó, al amparo del art. 88.1 LOTC, recabar
la documentación referida antes de evacuar el trámite
de alegaciones.

5. La Sección, por providencia de 18 de enero de
1996, en atención a la extensión de las actuaciones
en relación con el tiempo que se tardaría en obtener
testimonio de ellas y a la dilación en la resolución del
presente proceso que ello supondría, así como, en el
caso de que fuesen remitidas las actuaciones originales,
a lo gravoso de su transporte y de la ubicación en local
adecuado en la sede del Tribunal, acordó conceder un
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nuevo plazo de veinte días al Ministerio Fiscal y las demás
partes personadas para efectuar las alegaciones, con
la posibilidad de examinar las actuaciones en el lugar
de su ubicación en la Sala Segunda del Tribunal
Supremo.

6. El Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones,
presentado el 28 de febrero de 1996, interesó la dene-
gación del amparo, por no resultar del proceso la lesión
de los derechos fundamentales que sirven de apoyo a
la demanda. En efecto, luego de exponer los hechos
de los que trae causa el recurso y la doctrina acerca
de la validez probatoria de las intervenciones telefónicas,
la exigencia de que la intervención esté sometida a los
principios de legalidad, proporcionalidad y autorización
judicial específica y razonada, y la necesidad de su repro-
ducción en el acto del juicio oral, el Fiscal razonó la
desestimación del recurso con base en los siguientes
razonamientos, sucintamente expuestos:

El primer Auto de efectiva operatividad de interven-
ciones telefónicas fue dictado por el Juzgado Central
de Instrucción núm. 5 el 23 de noviembre de 1990
(folio 285), resolución ésta debidamente motivada y que
se adopta a la vista de las actuaciones judiciales seguidas
en el mismo Juzgado en otro procedimiento sumarial
ya en marcha (sumario 13/90, seguido contra José
Ramón Prado Bugallo, por posible delito de tráfico de
drogas). Con posterioridad se adoptan otras interven-
ciones relativas a personas concretas, sobre números
telefónicos bien determinados, por plazos ciertos (ge-
neralmente de un mes), que son objeto de prórroga en
su caso, siempre mediante Auto, y para la específica
investigación judicial de delitos de narcotráfico, concre-
tadas en diversas resoluciones judiciales de intervención
que obran a los folios 296, 299, 542, 545, 580, 583,
586, 587, 611, 629, 712, 715 y 724 del sumario 8/92.
En todos los casos se procedió a la contrastación por
el Secretario judicial de las cintas recibidas con sus res-
pectivas transcripciones, que obran a los folios 313, 369,
431, 433, 473, 487, 494, 516, 539, 605 y 706 del
mencionado sumario. Las exigencias de los principios
de legalidad y proporcionalidad no presentan —a juicio
del Fiscal— mayores dificultades, a la vista la gravedad
de los delitos imputados, la complejidad de la organi-
zación delictiva, que exigía como único medio posible
de investigación la intervención telefónica de diversos
números, la fijación de plazos taxativos y su prórroga,
acordada siempre de conformidad con las garantías
constitucionales.

En cuanto al control judicial, todas las transcripciones
se encuentran adveradas por el Secretario judicial, y el
hecho de que algunas conversaciones se produjeron en
griego, francés, catalán y gallego y no conste la inter-
vención de intérprete para su transcripción carece de
relevancia, como razona el Tribunal Supremo en la Sen-
tencia de casación. Primero, porque las conversaciones
en griego no aparecen transcritas de ninguna forma y
no fueron objeto de valoración judicial. Segundo, porque,
en los demás casos, «tratándose de lenguas romances
o neolatinas, nada ha impedido al fedatario que haya
podido contrastar lo oído con lo transcrito en castellano,
pues en el sentido coloquial y no estrictamente literario
son entendidas por muchos españoles». En cualquier
caso se trata de un problema de fe pública judicial, que
es ajena a la competencia del Tribunal Constitucional.

Por lo que se refiere a la queja de que las trans-
cripciones no recogen la totalidad de las cintas grabadas,
aparte de que la doctrina del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos sólo exige la síntesis de lo grabado, lo
cierto es que la Sentencia de casación aclara que todas
las conversaciones telefónicas fueron transcritas, salvo
en tres supuestos: las que no llegaron a intervenirse
por cuestiones técnicas, las que carecían de interés, y

aquellos otros casos en que no ha existido propiamente
conversación.

Las cintas, cassettes y demás pruebas de convicción
se recibieron en la Sala al inicio de las sesiones del
juicio oral, con lo que pudieron ser objeto de contra-
dicción; y en el juicio oral depusieron diversos peritos,
que afirmaron la validez de las cintas y su autenticidad.
Aunque consta tan solo que parte de las cintas obrantes
en el momento del juicio eran las originales, de lo que
puede deducirse que el resto eran copias, no puede per-
derse de vista la finalidad del control judicial de la bobi-
nas originales, que es la de evitar su manipulación, tru-
caje y distorsión (STC 190/1992). La existencia de dic-
támenes periciales que adveran la falta de manipulación
de las cintas y la autenticidad de las voces de los inter-
vinientes en las conversaciones cubre el necesario con-
trol judicial. En cualquier caso nada se alega respecto
de qué tipo de consecuencias negativas para el soli-
citante de amparo podría tener el hecho de que las cintas
no sean las originales, pues ni se denuncia la falta de
garantías que pudiera tener tal omisión ni se aduce
aspecto concreto alguno del que pueda deducirse algún
atisbo de indefensión para el recurrente.

La falta de audición en el juicio oral de las cintas
que contenían las grabaciones telefónicas no supone
lesión del derecho fundamental a utilizar los medios de
prueba pertinentes para la defensa ni tampoco afecta
al valor probatorio de las transcripciones. En primer tér-
mino, las razones dadas por la Audiencia Nacional para
denegar la práctica de tal prueba —porque la vista oral
se hubiera visto dilatada innecesariamente y porque ya
existían transcripciones de las cintas cuya lectura en
el juicio oral eran factible— resultan más que suficientes
para justificar la denegación. En segundo término, contra
la resolución que denegó la práctica de la prueba, el
recurrente no formuló protesta alguna para preparar, en
su caso, el recurso de casación (art. 659.4 L.E.Crim.),
lo que motivó que el Tribunal Supremo inadmitiera el
motivo de casación en el que se planteó esta concreta
queja. Concurre, por tanto, la causa de inadmisibilidad
consistente en la falta de agotamiento de los recursos
en la vía judicial. Por último hay que tener en cuenta
que en el juicio oral se dio lectura a los folios que con-
tenían las transcripciones de las cintas, en su parte sus-
tancial, con la consiguiente contradicción, y que la audi-
ción de las cintas en el acto del juicio oral no forma
parte de los requisitos exigibles para la validez de la
prueba (STC 128/1988) y puede ser perfectamente sus-
tituida por la reproducción de los folios que incorporan
las transcripciones.

7. La representación de los recurrentes no presentó
escrito de alegaciones.

8. En fecha 14 de mayo de 1996 el Magistrado
Ponente dirigió escrito al Presidente de la Sala Segunda
donde solicitó, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 221 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que
se le tuviera por apartado del conocimiento de este recur-
so de amparo; escrito que el Presidente de la Sala elevó
al de este Tribunal quien, el 11 de junio de 1996, comu-
nicó al de la Sala que el Pleno, después de oído el parecer
unánime de sus componentes, había acordado no haber
lugar a la abstención. Por providencia de 22 de julio
de 1996 la Sección acordó incorporar testimonio de la
anterior comunicación del proceso y notificación a las
partes.

9. Por Auto de 3 de julio de 1995, dictado en la
pieza separada de suspensión, la Sala acordó denegar
la suspensión solicitada. Posteriormente, por Auto de 9
de diciembre de 1997, denegó igualmente la nueva peti-
ción de suspensión que había interesado el recurrente.
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10. Por providencia de 16 de diciembre de 1999,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente día 20 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El curso del proceso penal, por haberse agotado
ambos grados jurisdiccionales, ha conducido a que se
produjeran dos Sentencias con idéntico contenido y que
enjuiciamos ahora desde su escorzo constitucional. En
este sentido, el demandante se queja de la vulneración
de su derecho a obtener la tutela judicial efectiva, en
relación con los derechos a la defensa y a utilizar los
medios de prueba pertinentes para la misma (art. 24.1
y 2 C.E.). Para ello ha insistido en la demanda que el
resultado de las intervenciones telefónicas incorporadas
a las actuaciones judiciales se hizo, de una parte, sin
el debido control judicial y, de otra parte, que las gra-
baciones no fueron reproducidas en el juicio oral, pues
ni fueron oídas las originales ni fueron leídas sus trans-
cripciones. Lo que llevaría de la mano a la infracción
del derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes
para la defensa —y al de presunción de inocencia— pues
la audición de las cintas o bobinas originales fue soli-
citada como prueba en el escrito de calificación pro-
visional; que no fuera practicada sólo puede ser impu-
table a la Audiencia Nacional, que en principio señaló
la imposibilidad de llevarla a efecto porque las graba-
ciones originales no habían sido incorporadas a las actua-
ciones y posteriormente, una vez recibidas las graba-
ciones al inicio del juicio, nada comunicó a las partes.

2. La lectura de las Sentencias impugnadas y de
las actuaciones judiciales pone de manifiesto que nin-
guna de las infracciones constitucionales denunciadas
pueden servir como fundamento de la pretensión de
amparo. En las actuaciones constan las correspondientes
diligencias de recepción de las cintas con las grabacio-
nes, así como el cotejo por el Secretario Judicial de aqué-
llas y sus transcripciones (folios 313, 369, 431, 433,
473, 487, 494, 516, 539, 605 y 706 del sumario núm.
8/92). En este sentido, como se afirma en la Sentencia
de casación, todas las grabaciones telefónicas aparecen
transcritas, a excepción de los supuestos, especificados,
en los que no se hizo la grabación, no existió conver-
sación en sentido estricto o cuando las grabaciones care-
cían de interés para la investigación (fundamento jurí-
dico 12). Por consiguiente, la transcripción mecanográ-
fica de las comunicaciones intervenidas que accedió al
juicio oral como medio de prueba ha gozado de la fia-
bilidad que proporciona haber sido practicada, contras-
tada y autentificada por medio de dicha intervención
judicial. El cumplimiento de las garantías precisas de
control judicial y respeto al derecho de defensa, que
exigíamos en nuestra STC 44/1999, ha convertido tal
acto de investigación sumarial en prueba válida mediante
su reproducción en el acto del juicio oral. En definitiva,
la suficiente intervención del Juez de Instrucción y de
las partes, permite afirmar que en su incorporación al
proceso se han observado las notas básicas del art. 24.2
C.E. que conforman la idea de proceso justo, tal y como
viene definido en el art. 6, apartados 1 y 3 C.E.D.H.

Por otra parte, ninguna relevancia tiene para la efi-
cacia probatoria de las grabaciones telefónicas el hecho
de que las grabaciones y cintas no fueran reproducidas
en el juicio oral. En efecto, la audición de las cintas no
es requisito imprescindible para su validez como prueba
(por todas, 128/1988) y puede ser sustituida por la
reproducción de los folios que incorporan las transcrip-
ciones. Esto fue lo que justamente ocurrió en el presente
caso, pues, según se afirma expresamente en la Sen-
tencia de instancia, las transcripciones de las grabacio-

nes telefónicas referidas a los procesados valoradas
como pruebas «fueron leídas y sometidas a contradicción
en la vista del juicio oral» (fundamento jurídico 3º). En
consecuencia, la valoración y apreciación como prueba
de las grabaciones telefónicas no supone violación algu-
na del derecho a un proceso con todas las garantías,
por tratarse de pruebas lícitas, ni la condena basada,
entre otras pruebas, en dichas grabaciones, infringe el
derecho a la presunción constitucional de inocencia.

En este sentido, en la Sentencia de instancia se espe-
cifican todas y cada una de las pruebas valoradas (de-
claraciones de los procesados, transcripciones de las gra-
baciones telefónicas, prueba testifical y pericial), así
como el alcance incriminador de las mismas, por lo que
resulta evidente que la queja del recurrente se reduce
pura y simplemente a su discrepancia con la valoración
y apreciación que de las pruebas practicadas han hecho
razonada y motivadamente los Tribunales de la jurisdic-
ción penal. Por ello, es preciso recordar, una vez más,
que el recurso de amparo no es una tercera instancia
y que no corresponde a este Tribunal revisar la valoración
y apreciación que de las pruebas practicadas hacen los
órganos judiciales una vez verificada, como ocurre en
el presente caso, la existencia de actividad probatoria
respecto de los hechos objeto de la condena y de la
participación del condenado en los mismos (entre otras,
SSTC 17/1984; 177/1987; 150/1989; 82/1992;
79/1994; y 82/1995).

3. Por último, de la falta de audición de las gra-
baciones tampoco es posible derivar indefensión para
el entonces acusado ni infracción de su derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para la defensa. Es
preciso advertir, al respecto, en primer término, que con-
tra la decisión de la Audiencia Nacional (Auto de 14
de abril de 1993) que denegó la prueba consistente
en la audición de las cintas, propuesta por la defensa
en su escrito de calificación provisional, el recurrente
no formuló la oportuna protesta para luego recurrir en
casación, tal y como exige expresamente el art. 659
L.E.Crim., siendo ésta una de las razones por las que
el Tribunal Supremo rechazó el motivo de casación en
el que el recurrente denunció la falta de audición de
las cintas. En segundo término, aunque la Audiencia en
un principio denegó la prueba de audición de las cintas
por las dificultades técnicas que la misma conllevaba,
también rechazó la prueba por considerarla, primero
innecesaria, al constar su contenido transcrito y lega-
lizado por el Juzgado (Auto de 14 de abril de 1993),
y después inoportuna, porque «su número y considerable
capacidad de archivo, ello hubiera llevado una dilación
manifiesta y perjudicial de las sesiones, circunstancia
verdaderamente impeditiva de una celebración normal»
(fundamento jurídico 3.o de la Sentencia de instancia).
Es de aplicación, por ello, la reiterada doctrina de este
Tribunal de que el derecho a utilizar los medios de prueba
no faculta para exigir la admisión judicial de todas las
pruebas que puedan proponer las partes, sino que atri-
buye sólo el derecho a la recepción y práctica de las
que sean pertinentes, correspondiendo a los Jueces y
Tribunales el examen sobre la legalidad y pertinencia
de las pruebas (entre otras, SSTC 40/1986, 170/1987,
167/1988, 168/1991, 211/1991, 233/1992,
351/1993 y 131/1995), y que sólo podría tener rele-
vancia constitucional, por causar indefensión, la dene-
gación de pruebas relevantes sin motivación alguna o
mediante una interpretación y aplicación de la legalidad
carente de razón (SSTC 149/1987, 233/1992,
351/1993 y 131/1995). Por último, la queja del
recurrente aparece como puramente formal, pues aparte
de que nada se dice en demanda sobre la posible inci-
dencia en el proceso de la audición de las grabaciones,
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ni se discute o pone en entredicho el contenido de las
transcripciones adveradas por el Secretario Judicial —ni
siquiera las correspondientes a las conversaciones teni-
das en lengua o idioma distinto al castellano— lo cierto
es que no se aprecia menoscabo alguno del derecho
de defensa ni indefensión material para el recurrente
porque, como razona el Tribunal Supremo, la audición
de las cintas «hubiera significado simplemente una nueva
repetición de la lectura» (fundamento jurídico 14).

En definitiva, la indefensión, que se concibe cons-
titucionalmente como la negación de la tutela judicial
y para cuya prevención se configuran los demás dere-
chos instrumentales contenidos en el art. 24 C.E., ha
de ser algo real, efectivo y actual, nunca potencial o
abstracto, por colocar a su víctima en una situación con-
creta que le produzca un perjuicio, sin que le sea equi-
parable cualquier expectativa de un peligro o riesgo (STC
181/1994). Por ello hemos hablado siempre de inde-
fensión «material» y no formal, para la cual resulta nece-
saria pero no suficiente la mera transgresión de los requi-
sitos configurados como garantía, siendo inexcusable la
falta de ésta, cuando se produce de hecho y como con-
secuencia de aquélla. Puestas así las cosas en su punto
final, parece claro que la omisión denunciada, podría
ser reprochable en el plano de la legalidad y con efectos
quizá en otros ámbitos, pero está desprovista de tras-
cendencia constitucional para considerar enervada o
debilitada la efectividad de la tutela judicial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Juan Sineiro
Fernández y don José Garrido González.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmado y rubrica-
do.

1180 Sala Primera. STC 238/1999, de 20 de
diciembre de 1999. Recurso de amparo
45/95. Promovido por don Juan José Ramírez
Ruiz frente a las Sentencias de la Sala Segun-
da del Tribunal Supremo y de la Audiencia
Provincial de Almería, que le condenaron
como autor de un delito contra la salud pública
tras ser detenido en un taxi portando cocaína.
Supuesta vulneración de los derechos a un
proceso con todas las garantías y a la pre-
sunción de inocencia: Efectos de la ilicitud
de la intervención telefónica a un tercero, y
pruebas independientes que justifican la con-
dena.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y

doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 45/95, promovido
por don Juan José Ramírez Ruiz, representado por el
Procurador de los Tribunales don José Luis Barragués
Fernández y asistido por el Letrado don Juan Lozano
Villaplana, contra la Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, de 26 de noviembre de 1994, recaída
en el recurso de casación núm. 919/94, y contra la
Sentencia dictada el 1 de febrero de 1994 por la Audien-
cia Provincial de Almería en el procedimiento abreviado
núm. 80/91, dimanante de las diligencias previas núm.
122/91 del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Berja,
por delito contra la salud pública. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Pablo
Cachón Villar, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. En escrito registrado en este Tribunal el 5 de
enero de 1995, don José Luis Barragués Fernández, Pro-
curador de los Tribunales, en nombre y representación
de don Juan José Ramírez Ruiz, interpuso recurso de
amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda del Tri-
bunal Supremo, de 26 de noviembre de 1994, que deses-
timó el recurso de casación formulado contra la dictada
por la Audiencia Provincial de Almería el 1 de febrero
de 1994, por la cual se condenó al recurrente «a las
penas de ocho años y un día de prisión mayor y multa
de cien millones una pesetas con las accesorias de sus-
pensión de todo cargo público y del derecho de sufragio
durante el tiempo de la condena y al pago de una tercera
parte de las costas procesales», como autor de un delito
contra la salud pública.

2. Los hechos en que la demanda se basa son, sucin-
tamente, los siguientes:

a) La Audiencia Provincial de Almería, en la causa
seguida contra el actor y otras personas por delito contra
la salud pública, dictó Sentencia el 1 de febrero de 1994,
que contiene el siguiente relato de hechos probados:
«Probado y así se declara que sobre las 3’30 horas del
día 23 de abril de 1991, la Guardia Civil de Almería
que había montado al efecto un control en el punto
kilométrico 11,400 de la carretera Al-400 (Santa María
del Águila a Berja) interceptó al automóvil taxi, matrícula
AL-9055-L conducido por Antonio José García Sala y
ocupado, en su parte delantera derecha, por el acusado
Juan José Ramírez Ruiz, mayor de edad y sin antece-
dentes penales; cuando la Guardia Civil procedía al regis-
tro del vehículo, observaron la existencia de una bolsa
de plástico negra situada bajo el pie izquierdo del acu-
sado, en el espacio situado delante del asiento delantero
derecho destinado a reposapiés. Abierta la bolsa de plás-
tico, en su interior había una carpeta de color negra,
propiedad del indicado acusado Juan José Ramírez Ruiz,
que se encontraba precintada con varios adhesivos de
“papel celo” conteniendo en su interior cuatro bolsas
de plástico transparente que contenían una sustancia
que, tras ser analizada, resultó ser cocaína, al proceder
la Guardia Civil al registro personal de Ramírez Ruiz, se
le cayó al suelo una bolsita pequeña conteniendo igual
sustancia; analizadas las cinco bolsas de cocaína, arro-
jaron un peso neto de 388,732 gramos con una pureza
media de 36,044 por ciento, igualmente se le intervino
dos envases o bolsitas más de una sustancia que ana-
lizada dieron resultado negativo a estupefaciente con


